
 

 
Intervención de la República de Colombia 

Sra. Rosario Gutiérrez Bernal 

Comité Preparatorio de la Conferencia Diplomática de 
Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre la Prevención y el 

Castigo de los Crímenes de Lesa Humanidad 
 

Tercer grupo de artículos 
 

23 de enero de 2026 / 3:00 pm (Trusteeship Council Hall) 
      

 
7 minutos 

 
 
Gracias, señor Presidente: 
 
●​ Colombia considera que el proyecto de artículo 6, es una 

disposición indispensable para garantizar la coherencia entre la 
definición del crimen a nivel internacional y su incorporación en el 
derecho interno de los Estados, evitando discrepancias normativas 
y posibles lagunas jurídicas.  
 

●​ Ese es preciamente el valor añadido de esta Convención: facilitar la 
adecuación del derecho interno al derecho internacional, generar 
seguridad jurídica frente a obligaciones concurrentes de carácter 
interno, regional y multilateral, y contribuir a una respuesta más 
coherente frente a estos crímenes. 
 

●​ El lenguaje de este proyecto de artículo es el mínimo necesario en 
un instrumento de esta naturaleza, al tiempo que preserva 
adecuadamente el margen regulatorio de los Estados para adoptar 
definiciones más amplias o detalladas en su legislación interna. 
 

●​ Valoramos particularmente que el proyecto de artículo aborde 
cuestiones esenciales como la responsabilidad de mandos y 
superiores, la obediencia debida y la irrelevancia del cargo oficial. 
Estas materias cuentan con un amplio respaldo convencional y 
jurisprudencial. Aun cuando este contiene una formulación mucho 



 
menos detallada en materia de responsabilidad de jefes y otros 
superiores, que se asemeja más a aquella de los Estatutos de los 
Tribunales Penales Internacionales ad hoc, así como en tratados 
como la Convención contra la Tortura o la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada, que a la del Estatuto 
de Roma.  
 

●​ Para Colombia, el proceso de negociación debe encontrar un 
balance adecuado entre una redacción simple y una formulación 
suficientemente explícita. En particular, consideramos que una 
referencia clara a que el estatus superior no incide en la 
determinación de la responsabilidad ni en la imposición de la pena 
contribuiría significativamente a la seguridad jurídica. 
 

●​ Asimismo, advertimos la relación directa entre el numeral 5 del 
artículo 6 y las normas sobre inmunidades, así como con los 
trabajos actualmente adelantados por la Comisión de Derecho 
Internacional en esta materia. En ese contexto, coincidimos en que 
el objetivo debe ser contar con un instrumento claro, que permita 
una aplicación armónica entre distintos regímenes jurídicos y evite 
incertidumbres para los operadores jurídicos encargados de su 
implementación interna. 
 

●​ Ahora bien, en el caso del sistema interamericano, por ejemplo, 
existen estándares particularmente avanzados en esta materia, 
como los contenidos en la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada. Nuestra delegación por ende considera que 
las obligaciones derivadas del artículo 6 deben interpretarse sin 
perjuicio de definiciones más amplias contenidas en otros 
instrumentos internacionales, en el derecho consuetudinario o en la 
jurisprudencia regional o internacional aplicable a cada Estado. 
 

●​ En cuanto al numeral 8 del artículo 6, y dado que en el 
ordenamiento jurídico colombiano no existe la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas, consideramos fundamental que 
esta cuestión debe ser regulada conforme al derecho interno de 
cada Estado. 
 

●​ Adicionalmente, reiteramos nuestro interés en considerar la 
inclusión expresa de la financiación de los crímenes de lesa 



 
humanidad, teniendo en cuenta el papel determinante que 
desempeñan quienes financian estos delitos atroces, ya sean 
Estados, personas naturales, personas jurídicas u organizaciones 
criminales. 
 

●​ Finalmente, Colombia está abierta a discutir propuestas de 
complementación o mejora del artículo 6. Hemos escuchado ideas 
valiosas en sala, que consideramos merecen ser exploradas en el 
proceso de negociación. 
 

●​ Pasando ahora al proyecto de artículo 7, relativo al 
establecimiento de la competencia nacional, Colombia considera 
acertado que se prevean criterios amplios de jurisdicción, incluidos 
los territoriales, los basados en la nacionalidad o residencia del 
autor, así como la personalidad pasiva, que permite a los Estados 
proteger a sus nacionales, garantizar la sanción de los crímenes 
cometidos en su contra y asegurar los derechos de las víctimas, 
incluida su reparación. 
 

●​ En relación con la competencia territorial, preferimos una 
formulación que abarque tanto situaciones de jurisdicción de iure 
como de control de facto, por ejemplo mediante referencias a 
personas bajo la jurisdicción o el control del Estado. 
 

●​ Asimismo, consideramos que los numerales 2 y 3 del artículo 7 
constituyen herramientas valiosas para prevenir la impunidad. Su 
consagración expresa como normas de derecho positivo a través 
de esta convención fortalecerá la seguridad jurídica y la efectividad 
del sistema. 
 

●​ Respecto de los proyectos de artículo 8 y 9, Colombia estima que 
su redacción es adecuada y coherente con el objetivo central de la 
Convención. 

 
●​ Finalmente, respecto del proyecto de artículo 10, Colombia 

considera indispensable la inclusión del principio aut dedere aut 
iudicare en la Convención. Si el objetivo común es asegurar la 
persecución y sanción efectiva de los crímenes de lesa humanidad 
—que afectan a la humanidad en su conjunto—, una disposición de 



 
esta naturaleza resulta esencial. La Comisión, al incluir este 
artículo, se apoyó en el derecho comparado, particularmente en 
tratados como la Convención contra la Tortura y la Convención 
Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas, que contienen formulaciones muy 
similares. 
 

●​ Valoramos además la referencia expresa al carácter convencional 
de las disposiciones sobre jurisdicción universal, enfoque que ha 
sido acogido por la jurisprudencia de las altas cortes colombianas. 

 
Señor Presidente, 
 
●​ Este conjunto de artículos demuestra el potencial de la Convención 

para reducir la fragmentación normativa, clarificar obligaciones 
concurrentes y fortalecer la cooperación internacional contra los 
crímenes de lesa humanidad, un objetivo que, estamos seguros, 
compartimos todas las delegaciones presentes. 

 
Muchas gracias. 
 


